La Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo, en relación con la pregunta para su contestación por escrito formulada por D. Maiorga Ramírez Erro, parlamentario foral adscrito al Grupo Bildu-Nafarroa, con número de registro de entrada  1153, de 10 de abril (8-14/ PES 00085), relativa al motivo por el que el Gobierno de Navarra no adoptó un acuerdo autorizando la segregación de sus activos y pasivos de la CAN a favor de Banca Civica, tiene el honor de remitirle la siguiente contestación:

En primer lugar, se ha de señalar que los estatutos vigentes en el momento en que se acuerda la  aportación del negocio financiero al sistema institucional de protección (S.I.P) al que se adhirió Caja Navarra, son los aprobados mediante Acuerdo de 17 de mayo de 2010 por el Gobierno de Navarra.

Que dichos Estatutos, que regulan el funcionamiento de la Entidad, señalan en el artículo 31 que entre las funciones del Consejo General, está la de aprobar la fusión escisión total o parcial de la Entidad y cualquier otra forma de integración o acuerdo que implique la disolución de la Entidad.

Por su parte el artículo 71 de los mencionados Estatutos, prevé la emisión de informes previos y preceptivos por parte de la Junta de Entidades Fundadoras, en relación a modificaciones estructurales de la entidad, y en especial a fusiones, escisiones, cesiones globales de negocios, alianzas y acuerdos de integración con otras entidades financieras.

Por contra, los Estatutos vigentes en el momento de la aportación del negocio financiero, que en su número 1 establecen el protectorado del Gobierno de Navarra sobre la entidad, en ningún momento le atribuyen competencia alguna en relación con la mencionada aportación.
Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Navarra, en su condición de Entidad fundacional privada, aprobó mediante acuerdo de 18 de mayo de 2011 del Consejo General, y previo informe de la Junta de Entidades Fundadoras, de 23 de abril de ese mismo año, la aportación del negocio financiero al sistema institucional de protección, dando así cumplimiento a las obligaciones estatutarias.

Por todo ello, la actuación del Gobierno de Navarra fue acorde y conforme a derecho, dado que carecía de competencia para autorizar acuerdos de fusión, escisión o transformación de la Entidad, ya que los Estatutos de la misma no lo preveían.

No obstante lo anterior, los Estatutos actualmente vigentes, si han recogido diversas competencias que corresponde ejercer al Protectorado, tal como lo referido al otorgamiento de autorización para la fusión de la fundación, artículo 52.2.i). 

Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento del artículo 194 del Reglamento del Parlamento de Navarra.

Pamplona, 12 de mayo de 2014

La Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo: Lourdes Goicoechea Zubelzu

